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S E N T E N C I A  
 
 
 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2024. 

 Comparece el peticionario, el señor Aníbal Colón 

Seda (en adelante, “señor Colón” o “Peticionario”), 

mediante auto de Certiorari presentado el 6 de junio de 

2024, solicitando la revisión de la Resolución emitida 

el 5 de abril de 2024 y notificada el 18 de abril de 

2024, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Mayagüez (en adelante, TPI). Mediante el 

referido dictamen, el TPI desestimó sin perjuicio la 

causa de acción al amparo de la Regla 39.2 de 

Procedimiento Civil, 1 LPRA Ap. V, R. 39.2.   

 Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se revoca la Resolución recurrida. 

 

I.     

El 18 de mayo de 2023, el señor Colón presentó una 

Petición de Expediente de Dominio y/o Usucapión1 al 

 
1 Apéndice del Recurso, Anejo I, págs. 1-44.  
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amparo de la Ley Núm. 118 del 23 de diciembre de 2022, 

conocida como Ley para Acelerar los Procesos para Otorgar 

Títulos de Propiedad bajo el Programa de Autorización de 

Títulos adscrito al Departamento de la Vivienda (en 

adelante, Ley 118-2022).2  El señor Colón expuso, 

particularmente, que el bien inmueble objeto de tal 

petición fue adquirido:  

6. […] mediante acuerdo verbal de su señora 

madre, Inocencia Seda Santana en el año 1990 

y ese mismo año Doña Inocencia prestó 

declaración jurada, con fecha del veinte 

(20) de septiembre de mil novecientos 

noventa (1990) ante el notario Belford 

Torres Vélez, bajo el número de testimonio 

tres mil cuatrocientos veinticinco (3,425) 

donde reconoce que autorizó al Peticionario 

a construir su propiedad en el terreno antes 

descrito. (Anejo B).  

 

7. La Sra. Inocencia Seda Santana adquirió la 

antes descrita propiedad de parte de su 

padre, Juan Seda Vidal, mediante herencia. 

No existe documento que acredite dicha 

transacción, pero el Peticionario así lo 

conoce de propio y personal conocimiento.3 

El 20 de junio de 2023, el TPI notificó una Orden 

en la cual concedió 30 días al señor Colón para someter 

los siguientes documentos:  

1. Declaratoria de Herederos/Relevo Caudal 

Relicto de 

a) Juan Seda Vidal 
b) Inocencia Seda Santana 

 

2. Documentos fehacientes que evidencien la 

solicitud y/o denegatoria de beneficios 

bajo el Programa CDBG-DR/MIT para ayuda a 

damnificados por eventos naturales como 

huracanes y terremotos ocurridos en Puerto 

Rico y evidencia fehaciente que demuestre 

la ocupación de la residencia por los 

titulares al momento de los eventos.4 
 

Oportunamente, el 19 de julio de 2023, el señor 

Colón presentó una Moción en cumplimiento de Orden 

 
2 17 LPRA sec. 1581 et al. 
3 Apéndice del Recurso, Anejo I, pág. 2. 
4 Apéndice del Recurso, Anejo VI, pág. 49. 
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Parcial y Solicitud de Prorroga.5 En la referida moción, 

se hizo constar el cumplimiento con lo solicitado en 

inciso número dos de la Orden y, a su vez, se solicitó 

una prórroga de 90 días para cumplir con el inciso número 

uno.  

Luego, el 4 de agosto de 2023, el TPI notificó una 

Resolución y Prorroga en la cual estableció que “[n]o se 

ha cumplido con las ordenes emitidas por el Tribunal. Se 

concede el término de 90 días para cumplir con todas las 

ordenes emitidas.”6 

Así las cosas, el TPI emitió el 4 de enero y 

notificó el 18 de enero de 2024 una Orden mediante la 

cual consignó lo siguiente:  

Habiendo transcurrido el término concedido 

para cumplir con la orden del 13 de junio de 

2023 y notificada el 20 de junio de 2023; y 

estando el caso incativo [sic] por la parte 

peticionaria desde el 26 de julio de 2023, se 

ordena a la parte peticionaria a mostrar causa 

por la cual este Tribunal no deba imponer 

sanciones económicas y/o desestimar el pleito 

ante nuestra consideración. Tenga 10 días 

perentorios.  

 

En esa misma fecha, 18 de enero de 2024, el TPI 

notificó una Orden que había emitido el 16 de enero de 

2024 en la cual dictaminó como sigue:  

Habiendo transcurrido el término más de 60 

días sin haber cumplido con la orden emitida 

el 13 de junio de 2023 y notificada el 20 de 

junio de 2023, se le concede el termino de 20 

días finales a la parte peticionaria para 

someter los documentos solicitados y cumplir 

con la orden.  

 

Se apercibe a la parte peticionaria que 

incumplir con la orden del Tribunal podrá 

conllevar la desestimación de la acción.  

 

Luego, el 31 de enero de 2024, el señor Colón 

presentó una Moción en Cumplimiento de Orden.7  Mediante 

 
5 Apéndice del Recurso, Anejo VII, pág. 50-51. 
6 Apéndice del Recurso, Anejo IX, pág. 63. 
7 Apéndice del Recurso, Anejo XIII, págs. 67-70. 
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la referida moción, se informó que desconocía el 

paradero, nombres y circunstancias personales de todos 

los herederos y, por ello, estaba imposibilitado para 

cumplir con la Orden. Argumentó, además, que el caso de 

epígrafe es uno novel al amparo de la Ley 118-2022.  

Específicamente, el señor Colón argumentó que el 

Artículo 13 de la Ley 118-2022 provee un procedimiento 

expedito de expediente de dominio para perfeccionar los 

títulos de personas damnificadas por los desastres 

naturales bajo el Programa de Autorización de Títulos 

adscritos al Departamento de la Vivienda. Asimismo, 

argumentó lo siguiente:  

El proceso ante este Honorable Tribunal es 

precisamente uno sobre Expediente de Dominio, 

el cual no tiene otro propósito que no sea la 

creación de la finca y su posterior 

inmatriculación en el Registro de la Propiedad 

como una finca nueva. Para cumplir con esta 

intención el Peticionario ha sometido a la 

consideración de este Honorable Tribunal una 

Certificación Registral Negativa que 

demuestra que el terreno donde vive el 

Peticionario no consta en las constancias del 

Registro de la Propiedad, una mensura que 

evidencia los límites y linderos de la 

propiedad objeto del presente Expediente de 

Dominio bajo la Ley 118, un Juramento del 

Peticionario donde indica que las alegaciones 

de la Petición son ciertas, se han sometido 

proyectos de citación dirigidos a las 

entidades gubernamentales que puedan verse 

afectadas por la presente Petición, se han 

sometido proyectos de citación a los 

colindantes, proyectos de emplazamiento por 

edicto dirigidos al dueño inmediatamente 

anterior, a las personas desconocidas o 

ignoradas que pueden tener algún interés en la 

propiedad objeto de la presente Petición.8 

 

En consecuencia, el 14 de febrero de 2024, el TPI 

notificó Resolución dictando lo siguiente:  

No Ha Lugar. No se da por cumplida la orden 

emitida el 13 de junio de 2023. Se concede el 

término de 30 perentorios para cumplir con la 

orden.  

 

 
8 Íd., págs. 69-70.  
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Se apercibe a la parte peticionaria que 

incumplir con las ordenes del Tribunal 

conllevará la desestimación de la petición. 

 

Finalmente, el TPI emitió el 5 de abril de 2024 y 

notificó el 18 de abril de 2024 una Resolución en la cual 

desestimó sin perjuicio la causa de acción, al amparo de 

la Regla 39.2 de Procedimiento Civil, 1 LPRA Ap. V, R. 

39.2, debido al incumplimiento con la Orden notificada 

el 20 de junio de 2024.9  

En desacuerdo, el 3 de mayo de 2024, el señor Colón 

presentó una Moción Solicitando Reconsideración.10 

Mediante dicha moción, el señor Colón argumentó la Ley 

118-2022 ni la Ley Núm. 10 del 8 de diciembre de 2015, 

según enmendada, conocida como Ley del Registro de la 

Propiedad Inmobiliaria del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico11 en adelante, Ley 210-2015), requieren el 

cumplimiento de la presentación de declaratorias de 

herederos para establecer una causa de acción de 

Expediente de Dominio.   

Así las cosas, el TPI emitió el 6 de mayo de 20254 

y notificó el 7 de mayo de 2024 una Resolución 

Reconsideración declarando No Ha Lugar la solicitud de 

reconsideración.12  

Inconformes, el 6 de junio de 2024, el señor Colón 

presentó el recurso que nos ocupa y señaló la comisión 

de los siguientes errores:  

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 

REQUERIR LA PRESENTACIÓN DE UNAS DECLARATORIAS 

DE HEREDERO LAS CUALES NO ESTÁN CONTEMPLADAS 

EN LAS DISPOSICIONES DE LA LEY 118 DEL 2022, 

NI LA LEY DE 210 DE 2015. 

 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA POR 

DESESTIMAR LA CAUSA DE ACCIÓN DE EXPEDIENTE DE 

 
9 Apéndice del Recurso, Anejo XV, pág. 72. 
10 Apéndice del Recurso, Anejo XVI, págs. 73-75. 
11 30 LPRA sec. 6001 et al. 
12 Apéndice del Recurso, Anejo XVII, págs. 76. 
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DOMINIO BAJO LA LEY 118 POR ALEGADO 

INCUMPLIMIENTO CON LAS ÓRDENES DEL TRIBUNAL.  

 

Evaluados los planteamientos presentados por el 

peticionario en el presente recurso, procedemos a 

exponer la normativa jurídica aplicable al caso ante 

nuestra consideración.  

II.   

A. Certiorari  

El recurso de Certiorari es el mecanismo procesal 

idóneo para que una parte afectada por una resolución u 

orden interlocutoria, emitida por el foro primario, 

pueda acudir en alzada ante el Tribunal de Apelaciones, 

y así revisar tal dictamen.   

Al presentarse un recurso de Certiorari de 

naturaleza Civil ante nosotros, es preciso evaluarlo a 

la luz de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil.13 Dicha 

Regla limita la autoridad de este Tribunal para revisar 

las órdenes y resoluciones interlocutorias dictadas por 

los tribunales de instancia por medio del recurso 

discrecional de Certiorari. Particularmente, estos 

recursos de Certiorari solo serán expedidos por el 

Tribunal de Apelaciones en las siguientes 

circunstancias:  

[…] cuando se recurra de una resolución u 

orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 

denegatoria de una moción de carácter 

dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 

dispuesto anteriormente, el Tribunal de 

Apelaciones podrá revisar órdenes o 

resoluciones interlocutorias dictadas por el 

Tribunal de Primera Instancia cuando se 

recurra de decisiones sobre la admisibilidad 

de testigos de hechos o peritos esenciales, 

asuntos relativos a privilegios 

evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en 

casos de relaciones de familia, en casos que 

revistan interés público o en cualquier otra 

situación en la cual esperar a la apelación 

 
13 32 LPRA Ap. V, R. 52.1. 
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constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia.14  

 

Por otra parte, la Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil, supra, dispone que el Tribunal de Apelaciones no 

tiene que fundamentar su decisión en caso de denegar la 

expedición de un recurso de Certiorari. 

Aun cumpliendo con el crisol de la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra, para que el recurso de 

Certiorari pueda ser expedido, procede realizar un 

examen caracterizado por la facultad discrecional 

otorgada a este Tribunal Apelativo para autorizar su 

expedición y adjudicar sus méritos. En aras de que 

podamos ejercer nuestra facultad revisora de manera 

oportuna y adecuada, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, enumera los criterios que 

permiten tal proceder.15 En particular, esta Regla 

dispone que: 

A. Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho. 

 

B. Si la situación de hechos planteada es la 
más indicada para el análisis del problema.  

 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación 

de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia. 

 

D. Si el asunto planteado exige consideración 
más detenida a la luz de los autos 

originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados. 

 

E. Si la etapa del procedimiento en que se 
presenta el caso es la más propicia para su 

consideración. 

F. Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación 

indeseable en la solución final del 

litigio. 

 

 
14 Íd. 
15 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. IG Builders et al v. BBVAPR, 185 DPR 

307, 337-338 (2012). 
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G. Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia. 

 

 

B. Ley 118-2022 

En particular, la Ley 118-2022 sostiene, en su 

exposición de motivo, que los solicitantes de los 

Programas de Subvención en Bloque para el Desarrollo 

Comunitario Recuperación ante Desastres y mitigación 

(en adelante, “CDBG-DR” y “MIT”, por sus siglas en 

inglés), carecen de titulo o su propiedad no consta 

inscrita en el Registro de la Propiedad.  

Por ello, la Ley 118-2022 tiene el propósito de “crear 

trámites expeditos para que las personas que no poseen 

título de propiedad de su vivienda, […] puedan obtener 

un título de propiedad que tenga acceso al Registro de 

la Propiedad”.16  De manera tal, que flexibiliza y 

agiliza el proceso de titularidad para lograr la 

inscripción en el Registro de la Propiedad.  

Justamente, el Artículo 13 de la Ley 118-2022 

reconoce un procedimiento especial expedito de 

Expediente de Dominio, Reanudación de Tracto y Usucapión 

para inscribir la propiedad a favor de los solicitantes 

de los Programas CDBG-DR y MIT.17  Además, el estatuto 

establece que, para iniciar el referido procedimiento, 

el solicitante debe presenta un escrito juramentado a 

la sala del Tribunal de Primera Instancia 

correspondiente. En lo aquí pertinente, el escrito 

juramentado contendrá lo siguiente:  

1) Certificación de Solicitud de Expediente de 
Dominio/Reanudación de Tracto Sucesivo por 

el Departamento de la Vivienda la cual 

tendrá que cumplir con los siguientes 

requisitos: 

 
16 17 LPRA sec. 1581. 
17 17 LPRA sec. 1593.  
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i. Nombre de la persona solicitante que 

es elegible al Programa CDBG-DR; 

 

ii. Certificación de Titularidad 

conforme Artículo 3 de esta Ley;  

 

iii. La propiedad de la persona 

solicitante carece de inscripción 

registral o de tracto registral; y  

 

iv. Firmada por el Secretario de la 

Vivienda o su representante 

designado.18 [Énfasis nuestro] 

 

Ahora bien, el Artículo 3 (c) de la Ley 118-2022 

establece la siguiente condición para acogerse a los 

beneficios de esta:  

c) La Certificación de Titularidad deberá 

estar acompañada de uno de los siguientes 

documentos, según aplique: 

 

i. Testamento y Certificación 

Acreditativa de Testamento expedida 

por el Registro General de 

Competencias Notariales de la 

Oficina de Inspección de Notarías, 

en la cual se confirme que el mismo 

no ha sido revocado ni modificado;  

 

ii. Documento que acredite que la 

persona solicitante heredó el 

título de la propiedad afectada; 

  

iii. Declaratoria de Herederos con 

descripción de los bienes del 

causante;  

 

iv. Si en la declaratoria de herederos 

o el testamento no se describen los 

bienes, deberá acompañarse la 

Instancia o Relevo de Hacienda;  

[…] 

 

xx. En caso de que el solicitante no 

cuente con ninguno de los documentos 

de este inciso, podrá utilizar los 

procedimientos establecidos para 

asuntos no contenciosos ante 

notario para recoger la declaración 

de tres testigos, propietarios 

colindantes, que acrediten que el 

solicitante ha habitado el inmueble 

por el término que esta Ley dispone 

para la usucapión.19 

 

 

 
18 Íd.  
19 17 LPRA sec. 1583.  
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C. Regla 39.2 de Procedimiento Civil  

En nuestro ordenamiento jurídico se reconoce e 

impulsa el interés de que todo litigante tenga su día 

en corte.20  Lo anterior, en virtud de nuestra política 

judicial consistente en que los casos se ventilen en 

sus méritos de forma rápida, justa y económica.21 

Por ello, el estado de derecho vigente dispone que 

la desestimación de un pleito constituye una sanción de 

último recurso, por lo que la facultad judicial para 

decretarla debe ejercerse de manera juiciosa y 

apropiada.22 Específicamente, se ha indicado que “[l]a 

desestimación de una reclamación es un pronunciamiento 

judicial que, cuando se entiende como una resolución 

del caso en los méritos, ha sido caracterizada como ‘la 

sanción máxima, la pena de muerte procesal, contra la 

parte.” Íd.  

En particular, la Regla 39.2 de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 39.2, contempla la figura de la 

desestimación en distintas modalidades. Al respecto, el 

Tribunal Supremo sintetizó la Regla 39.2 de la siguiente 

manera:  

En su inciso (a) se reconoce la facultad y 

discreción que posee el tribunal para 

desestimar una reclamación, como medida de 

sanción, por una parte haber incumplido con 

sus órdenes o por haberse infringido el cuerpo 

de las reglas procesales. Por su parte, el 

inciso (b) reglamenta las desestimaciones por 

inactividad. Mientras que, el inciso (c) 

primordialmente se encarga de las 

desestimaciones por insuficiencia de la prueba 

(non-suit).23 

 

 
20 Rivera et al. v. Superior Pkg., Inc. et al., 132 DPR 115, 124 

(1992).  
21 Regla 1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 1.  
22 VS PR, LLC v. Drift-Wind, 207 DPR 253, 264 (2021), citando a R. 

Hernández Colón, Práctica Jurídica de Puerto Rico: Derecho Procesal 

Civil, 6ta ed., San Juan, Ed. LexisNexis, 2017, pág. 250. 
23 VS PR, LLC v. Drift-Wind, 207 DPR 253, 265-266 (2021)       
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Concretamente, la Regla 39.2 (a) de Procedimiento 

civil, supra, dispone:  

[…] Cuando se trate de un primer 

incumplimiento la severa sanción de la 

desestimación de la demanda o la eliminación 

de las alegaciones, tan sólo procederá después 

que el tribunal, en primer término, haya 

apercibido al abogado de la parte de la 

situación y se le haya concedido oportunidad 

para responder. Si el abogado de la parte no 

respondiese a tal apercibimiento, el tribunal 

procederá a imponer sanciones al abogado de la 

parte y se notificará directamente a la parte 

sobre la situación. Luego de que la parte haya 

sido debidamente informada y/o apercibida de 

la situación y de las consecuencias que pueda 

tener el que la misma no sea corregida, el 

tribunal podrá ordenar la desestimación del 

pleito o la eliminación de las alegaciones. 

(Énfasis nuestro).  

A esos efetos, la norma es que las sanciones se 

impondrán de manera progresiva de forma tal que se 

propicie la ventilación de los pleitos en los méritos y 

la solución justa de las reclamaciones. Es decir, si la 

sanción contra el abogado no surte efectos, se podrá 

desestimar la demanda o eliminar las alegaciones, 

después que la parte haya sido propiamente informada y 

apercibida de la situación y de las consecuencias que 

pueda tener el que la misma no sea corregida.24 Por lo 

tanto, la desestimación de un pleito, como medio de 

sanción, debe ser el último recurso para utilizarse 

después que otras sanciones hayan probado ser ineficaces 

en el orden de administrar justicia.25  

Así pues, el poder discrecional de desestimar una 

demanda se debe ejercer juiciosa y apropiadamente, y 

solo debe hacerse en casos en que no haya duda de la 

irresponsabilidad y contumacia de la parte contra quien 

se toman las medidas drásticas.26 

 
24 Maldonado v. Srio. de Rec. Naturales, 113 DPR 494, 498 (1982). 
25 Íd. 
26 Acevedo v. Compañía Telefónica de PR, 102 DPR 787, 791 (1974); 

Mejías, et al. v. Carrasquillo, et al., 185 DPR 288, 298 (2012).  
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III.     

A.    

En su primer señalamiento error, el peticionario 

alega que erró el foro primario al requerir la 

presentación de unas declaraciones de herederos que no 

son exigidas por la Ley 118-2022 ni la Ley 210-2015. No 

tiene razón. Veamos.  

Recordemos que, el caso de epígrafe es una Petición 

de Expediente de Dominio presentado al amparo de la Ley 

118-2022. Es decir, que es un trámite expedito en el 

cual el señor Colón debe cumplir con los requisitos de 

la mencionada Ley 118-2022.  

Conforme expusimos, en el ápice II de esta 

Sentencia, el Artículo 13 de la Ley 118-2022 establece 

que para solicitar un Expediente de Dominio se debe 

presentar un escrito jurado acompañado con una serie de 

documentos. Entre tales documentos, se encuentra una 

Certificación de Titularidad conforme al Artículo 3 de 

la Ley 118-2022. En ese sentido, el Artículo 3 en su 

inciso (c) contiene un listado de documentos que deberán 

acompañar a la mencionada Certificación de Titularidad. 

No obstante, tal artículo expone expresamente que 

bastará con la presentación de uno de los documentos 

enumerados en la lista. Con especificidad, el Articulo 

3 (c)(iii) requiere que se presente una Certificación de 

Titularidad acompañada con una declaración de Herederos. 

Sin embargo, el referido Artículo 3 provee otros tipos 

de documentos con los cuales puede subsanarse tales 

requisitos en caso de imposibilidad.  

Considerado lo antes expuesto, el Tribunal de 

Primera Instancia no erró al ordenar que la Petición de 
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Expediente de Dominio fuese acompañada con una 

Declaración de Herederos.  

Por lo que, concluimos que no se cometió el primer 

señalamiento de error.  

 

B.    

 A continuación, procedemos con la discusión del 

segundo señalamiento de error planteado por el 

peticionario. En síntesis, el señor Colón alega que erró 

el foro primario al desestimar la causa de acción bajo 

el fundamento de incumplimiento con las ordenes del 

tribunal. Tiene razón. Veamos.  

Según discutimos, en el derecho aplicable, la 

desestimación de un caso, como sanción, debe prevalecer 

únicamente en situaciones extremas, en las cuales haya 

quedado demostrado de manera clara e inequívoca la 

desatención y el abandono total de la parte con interés, 

y luego que otras sanciones hayan probado ser ineficaces 

en la administración de la justicia y, en todo caso, 

debe mediar un previo apercibimiento.  De manera que, la 

desestimación de la reclamación solo procederá cuando el 

tribunal haya apercibido al abogado de las consecuencias 

de su conducta y brindado la oportunidad de corregir su 

actuación, haya impuesto sanciones y notificado 

directamente a la parte de la situación.  Más aun, luego 

que la parte haya quedado plenamente notificada de la 

situación y sus consecuencias, el tribunal deberá 

conceder un término razonable a la parte para corregir 

la situación. 

En este caso, no surge del expediente que el foro 

primario haya impuesto sanciones menos severas antes de 

desestimar la causa de acción bajo la Regla 39.2 de 
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Procedimiento Civil, supra. Tampoco surge del expediente 

que el foro primario haya apercibido directamente al 

señor Colón de los documentos solicitados.  

Siendo ello así, concluimos que el Tribunal de 

Primera Instancia cometió el segundo señalamiento de 

error.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, revocamos la 

Resolución recurrida emitida el 5 de abril de 2024 y 

notificada el 18 de abril de 2024.  Además, devolvemos 

el caso para la continuación de los procedimientos.  

Lo acuerda y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

         Secretaria del Tribunal de Apelaciones   


